El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LEGITIMACIÓN PARA APELAR / EL ABOGADO QUE DICE ACTUAR EN NOMBRE DE UNA DE LAS PARTES DEBE ACREDITAR ESA CALIDAD.
De conformidad con los artículos 320, 321 y 322 del Código General del Proceso, aplicables a las acciones de tutela por remisión del artículo 2.2.3.1.1.3. del Decreto 1069 de 2015, para la admisión de un recurso de apelación es necesario que se cumplan las siguientes condiciones:

a)
Que la providencia materia de impugnación sea susceptible de apelación.

b)
Que el apelante tenga legitimación para recurrir.

c)
Que el apelante tenga interés jurídico que justifique el recurso.

d)
Que el recurso se interponga en tiempo y con las formalidades que la ley establece.

De tales requisitos, considera la Sala, no se satisface el segundo, pues quien dijo ser abogada de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez dejó de aportar copia del acto administrativo que la faculta para representar a esa entidad en este asunto, a pesar del requerimiento que se le hizo en esta sede para que subsanara su  omisión.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, abril cuatro (4) de dos mil dieciocho (2018)
Expediente No. 66001-31-03-002-2019-00041-01
Procede esta Sala a pronunciarse respecto de la impugnación formulada por quien dijo ser abogada de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad, el 4 de marzo último, en la acción de tutela que promovió Adrián Alexánder Vargas Domínguez contra la citada entidad.  

A N T E C E D E N T E S

1. Por auto del 20 de febrero pasado se admitió la tutela y se ordenó notificar al Director de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez.

2. En el curso de la actuación se pronunció aquella profesional del derecho, en calidad, dijo, de abogada de la Sala Segunda de Decisión de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, nombrada mediante Resolución No. 03084 de 2012.
3. El pasado 4 de marzo se dictó sentencia en la que concedió el amparo solicitado, providencia frente a la cual se formuló el recurso que ahora se somete al estudio de admisibilidad.
4. En razón a que la mencionada abogada dejó de incorporar prueba de la calidad en que actúa, esta Sala, mediante proveído del 29 del citado mes, la requirió para que incorporara copia de los actos administrativos que la facultaran para representar a la demandada en esta acción de amparo. El término de dos días otorgado para ese efecto venció en silencio. 

C O N S I D E R A C I O N E S

De conformidad con los artículos 320, 321 y 322 del Código General del Proceso, aplicables a las acciones de tutela por remisión del artículo 2.2.3.1.1.3. del Decreto 1069 de 2015, para la admisión de un recurso de apelación es necesario que se cumplan las siguientes condiciones:

a) Que la providencia materia de impugnación sea susceptible de apelación.

b) Que el apelante tenga legitimación para recurrir.

c) Que el apelante tenga interés jurídico que justifique el recurso.

d) Que el recurso se interponga en tiempo y con las formalidades que la ley establece.

De tales requisitos, considera la Sala, no se satisface el segundo, pues quien dijo ser abogada de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez dejó de aportar copia del acto administrativo que la faculta para representar a esa entidad en este asunto, a pesar del requerimiento que se le hizo en esta sede para que subsanara su  omisión.
Sobre la legitimación en la causa en acciones de tutela, ha dicho la Corte Constitucional
:

“En efecto, aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad
, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada
. 

 

Así las cosas, tanto la jurisprudencia constitucional, como las normas que regulan la materia, coinciden en señalar que la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) A través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso
…

Así las cosas, si en un caso no se llegare a cumplir con cualquiera de las condiciones antedichas, se configurará falta de legitimación en la causa…” 

En el caso concreto de la representación de personas jurídicas, esa misma Corporación expresó
:

“… las personas jurídicas, incluyendo a las de derecho público, pueden ser titulares -entre otros- del derecho fundamental de debido proceso y, por lo tanto, están facultadas para ejercitarlo y defenderlo mediante el uso de las herramientas constitucionales que la Carta Política prevé, dentro de las cuales se encuentra, la acción de tutela.

…
El problema se presenta cuando al escrito de acción de tutela no se adjunta copia del certificado de existencia y representación legal de la persona jurídica, para determinar si quien la interpone en verdad obra como su representante legal, y/o cuando el accionante no adosa prueba documental que demuestre fehacientemente que es funcionario de la entidad y que se encuentra habilitado para ejercer la representación en sede judicial.

Cabría entonces preguntarse si, dentro de los poderes oficiosos en materia probatoria que radican en cabeza del juez constitucional, en aras de vivificar el principio de prevalencia del derecho sustancial que consagra el artículo 3° del Decreto 2591 de 1991, podría y debería decretar pruebas de oficio para obtener el convencimiento respecto a la situación litigiosa y a la legitimación en la causa por activa que tiene el accionante para actuar a nombre de una persona jurídica. La respuesta a la pregunta es afirmativa. Sí podría el juez de tutela decretar esa prueba de oficio, pues en últimas su función como juez constitucional es privilegiar la protección de los derechos fundamentales que se enuncian como vulnerados. So pretexto de no cumplir con requisitos procesales, no puede olvidar el espíritu garantista que ilumina la acción de tutela. Por consiguiente, en esos casos, más que una facultad, se torna en un deber propio del juez de tutela buscar el convencimiento sobre la legitimación en la causa por activa de quien eleva la solicitud de amparo. Sin embargo, es pertinente advertir que en principio la carga de demostrar su legitimación está en la parte actora, y sólo excepcionalmente, cuando no existe prueba suficiente, el juez puede decretar averiguaciones de oficio.” 

Así las cosas, se declarará inadmisible la impugnación formulada en este caso.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, en Sala Unitaria Civil Familia, 

R E S U E L V E 

1. Declarar inadmisible la impugnación formulada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad, el 4 de marzo último, dentro de la acción de tutela interpuesta por Adrián Alexánder Vargas Domínguez contra la citada entidad.  
2. Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

3. Notifíquese esta providencia a las partes por el medio más eficaz.

Notifíquese, 

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sentencia T-787 de 2007, M.P.: Jaime Araujo Rentería, reiterada en sentencias T-882 de 2013, entre otras


� El artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, establece: “La acción podrá ser ejercida, sin ninguna formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de comunicación que se manifieste por escrito, para lo cual se gozará de franquicia. No será necesario actuar por medio de apoderado”. 


En caso de urgencia o cuando el solicitante no sepa escribir o sea menor de edad, la acción podrá ser ejercida verbalmente. (…)”


� En este sentido, ver entre otras, las siguientes sentencias: T-978 de 2006, T-912 de 2006, T-542 de 2006, T-451 de 2006, T-451 de 2006, T-356 de 2006 y T-809 de 2003.


En la sentencia T-899 de 2001 esta Corporación afirmó que: “La exigencia de la legitimidad activa en la acción de tutela, no corresponde a un simple capricho del legislador, sino que obedece al verdadero significado que la Constitución de 1991 le ha dado al reconocimiento de la dignidad humana, en el sentido de que, no obstante las buenas intenciones de terceros, quien decide si pone en marcha los mecanismos para la defensa de sus propios intereses, es sólo la persona capaz para hacerlo”. 


� Al respecto, se pueden consultar las sentencias T-947 de 2006, T-798 de 2006, T-552 de 2006, T-492 de 2006, y T-531 de 2002.


� Sentencia T-679 de 2007, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, reiterada en la sentencia T-272 de 2017 
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